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León, Guanajuato, a 14 cuatro de abril del año 2010 dos mil diez. . . . . 

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 326/2009-JN, promovido por el ciudadano Regino Muñoz Jiménez, quien ostenta el carácter de apoderado legal de la persona moral denominada “Gas Butano del Bajío,”  Sociedad Anónima de Capital Variable, y. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en la que se ostentó sabedora la parte actora de los actos impugnados; toda vez que a través de su apoderado, refiere que tuvo conocimiento de los folios de infracción que contienen las multas que impugna, los días 21 veintiuno; 22 veintidós y 23 veintitrés de octubre del año 2009, dos mil nueve; sin que existan constancias en la presente causa administrativa que demuestren lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en las multas que por la cantidad de $1,039.00 (mil  treinta y nueve pesos 00/100 moneda nacional) cada una, le fueron impuestas a la parte actora; se encuentra acreditada en autos, con las copias al carbón de los folios números 106 ciento seis, 114 ciento catorce y 115 ciento quince; de fechas 21 veintiuno, 22 veintidós y 23 veintitrés de octubre del año próximo pasado respectivamente; (visibles, en copia certificada, a fojas 42 cuarenta y dos y 43 cuarenta y tres, del expediente de la presente causa administrativa); los que acompañó la parte actora a su escrito de demanda y fueron admitidas como prueba de su intención; documentales  que merecen pleno valor, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por tratarse de documentos públicos expedidos por inspectores adscritos a la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, en el ejercicio de sus funciones que, además son reconocidos de forma expresa, al contestar la demanda, por quienes los emitieron. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Regino Muñoz Jiménez, se encuentra debidamente acreditada, mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 6,270 seis mil doscientos setenta; de fecha 29 veintinueve de abril del 2008 dos mil ocho; (mismo que obra en el secreto del juzgado y que es visible en autos a fojas 34 treinta y cuatro y 35 treinta y cinco de este expediente); tirada ante la fe del Licenciado Antonio Suárez Estrada, titular de la Notaría Pública número 27 veintisiete, en el Distrito Judicial Bravos, de Ciudad Juárez, Chihuahua; en la cual se contiene el mandato general que para pleitos y cobranzas y actos de administración, la sociedad mercantil denominada: “Gas Butano del Bajío”, Sociedad Anónima de Capital Variable otorga, a través de su Representante ciudadano Eduardo Fuentes Varela, a favor del señor Licenciado Regino Muñoz Jiménez, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley sin limitación alguna, según se aprecia en la Cláusula Única, de la escritura antes mencionada . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Copia que certificada por el Notario Público número 54 cincuenta y cuatro de éste Partido Judicial; Licenciado Rodolfo Horner Torres; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el Licenciado Regino Muñoz Jiménez comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . 

De lo expuesto por el apoderado de la parte actora en sus escritos de demanda y de aclaración, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fechas 21, veintiuno, 22 veintidós y 23, veintitrés de octubre del año 2009 dos mil nueve, los inspectores adscritos a la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, de nombres Gilberto Badillo Esparza y Edgard Rafael Villareal Romero, emitieron los folios: números 106 ciento seis, emitido por el primero de los inspectores mencionados; y 114 ciento catorce y 115 ciento quince, por el segundo inspector nombrado, respectivamente; los que fueron dirigidos a la empresa mercantil actora con motivo de que unos vehículos pertenecientes a la empresa, destinados a la repartición de gas excedían el nivel de ruido, señalando 90 noventa decibeles, (en el folio número 106 ciento seis); así como por no contar al momento con el permiso fonético; en tanto que respecto del folio número 114 ciento catorce, se señala que el ruido provocado por el equipo de perifoneo del vehículo era de 89 db.; ochenta y nueve decibeles; siendo el límite 75 setenta y cinco decibeles; además de que no muestra el permiso para la difusión fonética; y respecto del folio número 115 ciento quince, se señala que el nivel de ruido del equipo de perifoneo del vehículo infraccionado, era de 89.5 db.; ochenta y nueve punto cinco decibeles y el límite es de 75 setenta y cinco, señalando al igual que en las otras infracciones, que al momento no muestra el permiso para la difusión fonética; imponiéndose en cada una de las infracciones, la sanción de multa por la cantidad de $1,039.00 (mil treinta y nueve pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . 

De los señalados actos, la parte actora aduce que son ilegales, porque no se siguió el procedimiento que marcan los artículos del 122 al 139 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, que los inspectores demandados carecen de facultades para imponer sanciones; y que se vulneran los derechos adquiridos por la persona moral actora, por el transcurso del tiempo, pues considera que, se pretende obrar hacia el pasado; constituyendo  tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la presente causa administrativa, el Director General de Medio Ambiente Sustentable, Tesorero Municipal, Directora General de Ingresos y Director de Ejecución demandados, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refieren que los actos impugnados, en cuanto a ellos, son inexistentes, debiendo resaltar por quien resuelve, que existe un error respecto del fundamento de la causal de improcedencia invocada por las autoridades, toda vez que el fundamento que refieren, es respecto al consentimiento expreso o tácito, lo que en la especie no se presenta en este proceso . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


No obstante lo anterior, una vez analizadas las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial los documentos donde constan los actos impugnados, para este juzgador se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que efectivamente, como bien lo señalan las demandadas,  no se desprende, la existencia de acto alguno que haya sido emitido por el Director General de Medio Ambiente Sustentable, Tesorero Municipal, Directora General de Ingresos y Director de Ejecución; toda vez que consta fehacientemente que las multas materia de la litis, fueron impuestas directamente por los inspectores adscritos a la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, de nombres Gilberto Badillo Esparza y Edgard Rafael Villareal Romero, sin que se advierta la intervención de cualquier otra autoridad, ya que, incluso, al contestar la demanda dichos inspectores aceptan y confiesan ser los emisores de los actos impugnados en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior se corrobora además, atendiendo al escrito de aclaración y complemento de demanda, si se consideran los actos que la parte actora impugna de tales autoridades, pues al Director General de Medio Ambiente Sustentable le impugna el aprobar que los inspectores a su cargo impongan multas y el ignorar el procedimiento ordenado por los artículos 122 al 139  del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato para el efecto de imponer una sanción como lo son las multas; en tanto que al Tesorero, Directora General de Ingresos y Director de Ejecución, les impugna ejecutar las multas impuestas; actos de lo que de ninguna manera se encuentra acreditada su existencia en el presente proceso, en canto a los atribuidos al Director General de Medio Ambiente, de las constancias que integran el expediente que se resuelve no se desprende que haya dado su aprobación para que los inspectores bajo su imperio pudieran imponer multas y muchos menos que dicho funcionario las haya impuesto; máxime que al contestar los hechos de la demanda ni los afirma, ni los niega por no ser hechos propios; por lo que toca a los actos que impugna al Tesorero, Directora de Ingresos y Director de Ejecución, tampoco existe constancia alguna de que ya se haya iniciado Procedimiento Administrativo de Ejecución para hacer efectivas las multas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Derivando claramente, de lo antes razonado, la inexistencia de los actos impugnados a las autoridades municipales demandadas, ya que si bien es cierto que está acreditada la imposición de unas multas, cierto es también que quienes las impusieron fueron los inspectores Gilberto Badillo Esparza y Edgar Villareal Romero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, con fundamento en la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se procede a sobreseer el presente proceso, respecto del Director General de Medio Ambiente Sustentable, Tesorero, Directora General de Ingresos y Director de Ejecución demandados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
También hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265, fracción VII, al referir que la parte actora no expresa ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia señalada; en razón de que la parte actora sí planteó conceptos de impugnación en su escrito de cumplimiento al requerimiento formulado; los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- No habiendo alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento que hayan invocado las demandadas y al no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en contra de los folios de infracción impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De los conceptos de impugnación que se hacen valer en el escrito de aclaración de la demanda, éste Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como es el primero, sin necesidad de transcribirlo, ni los restantes, siguiendo para ello el criterio sostenido por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . 

Así las cosas, en el primer concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que los folios impugnados, en los que se impuso una multa, vulneran en su perjuicio los artículos 122 ciento veintidós al 139 ciento treinta y nueve, del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, externando lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“…para el efecto de imponer una sanción como lo es la imposición de las multas de las cuales se demanda la nulidad por no reunir los requisitos legales que debe contener todo acto administrativo, dejando a mi representada en completo estado de indefensión pues le quita la oportunidad que los citados ordenamientos le otorgan para poder defenderse, ya que para llegar a la conclusión de imponer una sanción deberá seguirse el procedimiento ordenado en los citados artículos hasta llegar a la emisión de una resolución administrativa que determine una sanción que se deba imponer, lo que en el caso concreto no aconteció... esto es, la garantía de audiencia a la que tiene derecho toda persona...los inspectores... carecen de facultades para emitir e imponer cualquier sanción como lo es en el caso concreto, las multas impuestas a mi representada...”. . . . 

Por su parte, los inspectores demandados, al dar contestación a la demanda, solo hacen referencia a los argumentos expresados en el escrito de demanda, pero dejaron de dar contestación a lo planteado por la parte actora en su escrito aclaración y complemento de demanda, por lo que al señalado concepto de impugnación, no hicieron manifestación alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizados los actos impugnados consistentes en folios números 106 ciento seis, 114 ciento catorce y 115 ciento quince; de fechas 21 veintiuno, 22 veintidós y 23 veintitrés de octubre del año próximo pasado respectivamente, en los que se impuso una multa a la parte actora por la cantidad de $1,039.00 (mil  treinta y nueve pesos 00/100 moneda nacional) en cada uno, para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en estudio, por las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La naturaleza jurídica de los folios en donde se contienen las multas impugnadas no es otra que la de una visita domiciliaria y por lo tanto, deben satisfacerse todos y cada uno de los requisitos que, para su práctica, se establece en las leyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, se considera que los folios 106 ciento seis, 114 ciento catorce y 115 ciento quince; no son otra cosa que unas visitas domiciliarias o de inspección, pues por una parte, su estructura es similar a la de un acta circunstanciada que se levanta con motivo de la práctica de una visita de inspección y, por otra parte, se fundamentan en la fracción XXIX del artículo 6 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato; que a la letra establece: . 
“XXIX.- Realizar visitas de inspección a establecimientos, servicios, instalaciones, obras o actividades, y en su caso, imponer las sanciones que procedan por conceptos de violaciones a este Reglamento; y...” ; de donde se desprende que el objetivo de los inspectores demandados era el de realizar una inspección, la cual entonces, debía practicarse siguiendo el procedimiento administrativo correspondiente, mediando por lo tanto, una orden emitida por autoridad competente en la que se les facultara para ello, tal y como se prevé en el artículo 124 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental antes citado, mismo que establece: . . . . . . . . . . . . 

“ARTICULO 124.- Para la práctica de visitas de inspección, la Dirección emitirá la orden escrita, debidamente fundada y motivada, en la que se señalará el personal facultado para realizar la diligencia, el lugar o zona a inspeccionarse y el objeto y alcance de la misma.” . 

Así las cosas, al emitir los inspectores demandados, los folios impugnados, realizando real y verdaderamente una visita de inspección, sin que haya mediado orden emitida por autoridad competente; -pues no aportaron medio probatorio que acreditara fehacientemente que sí contaban con una orden legalmente expedida, para demostrar la legalidad de los folios que contienen las multas impugnadas, amén de que no justifican de manera alguna su competencia y facultad para emitirlos; sin que medie dicha orden y, mucho menos, se señale su competencia para sancionar, imponiendo, como en el caso concreto, una multa-, infringen con ello los preceptos reglamentarios señalados en forma general por la parte actora, al no constreñirse la actuación de los inspectores, al procedimiento de inspección y vigilancia, de sanción inclusive, que se encuentra reglado en el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, de ahí que se considere fundado el concepto de impugnación analizado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, al haberse emitido los folios impugnados en el presente proceso administrativo, sin que mediara previamente una orden de inspección expedida por autoridad competente, acto que da inicio al procedimiento administrativo de inspección; se concluye que los mismos son ilegales por lo que se procede a decretar su nulidad total al existir vicios en el procedimiento administrativo que afectan la defensa del particular, al no haber mediado orden de inspección y no respetar la garantía de audiencia de la parte actora; asimismo al encontrarse indebidamente fundados y motivados en cuanto a su competencia para imponer sanciones, así como también la nulidad total de las multas que por la cantidad de $1,039.00 (mil  treinta y nueve pesos 00/100 moneda nacional) en ellos se contienen; Lo anterior con fundamento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- En virtud de que el primer argumento expresado en el único concepto de impugnación analizado, contenido en el escrito de cumplimiento al requerimiento, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio del segundo argumento, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NOVENO.- De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también el reconocimiento de un derecho adquirido, amparado por el artículo 14 constitucional; acción prevista en el artículo 255 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto, no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno, en virtud de que la parte actora no concreta que derecho quiere que le sea reconocido. . . . . . . . 

No es óbice a lo anterior, señalar que este Juzgador estima que el hecho de que a partir del inicio de las labores de la poderdante del actor, haya utilizado equipo de perifoneo en unidades repartidoras para anunciar sus productos sin requerir autorización o permiso expedido por autoridad administrativa, no se trata de un derecho adquirido, puesto que al crearse un Reglamento, como lo es el de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, su aplicación inicia a partir de su fecha de vigencia, rigiendo de ahí en adelante para actividades concretas, sin que su observancia y cumplimiento no rija para actividades que anteriormente no requerían permiso, como erróneamente lo hace valer la parte actora, por lo que resulta necesario que para realizar la difusión fonética de sus productos obtenga de la autoridad competente, el permiso correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, en cuanto a la prueba testimonial, ofrecida y admitida a la parte actora -para efectos de acreditar que el derecho a usar altavoces o equipos de perifoneo data desde 1963 mil novecientos sesenta y tres-, por parte de las ciudadanas Juana Hernández Botello, Margarita Anda Mosqueda y Martha Alicia Cardona Díaz; desahogada el día 26 veintiséis de marzo del presente año; este Juzgador, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 126, fracción IV del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no le otorga valor probatorio alguno a dichas testimoniales; toda vez que, amén de lo expresado en el párrafo anterior, las testigos, como ellas mismas lo manifiestan, dependen laboralmente de la parte actora, pues trabajan para dicha empresa; luego entonces, no son imparciales en sus declaraciones al no tener una verdadera independencia en su posición en cuanto a los hechos declarados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin embargo, su atesto en nada influye en cuanto a lo controvertido en la presente causa administrativa, al ser ilegales los folios que contienen las multas impugnadas, por no respetar la autoridad el procedimiento administrativo previsto en el ordenamiento respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso respecto de las autoridades demandadas Director General de Medio Ambiente Sustentable, Tesorero Municipal, Directora General de Ingresos y Director de Ejecución de acuerdo a lo expresado en el Sexto Considerando de la presente resolución. . . . . . 

TERCERO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto en contra de los inspectores demandados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  Se decreta la nulidad total de los folios números 106 ciento seis, 114 ciento catorce y 115 ciento quince impugnados, así como la nulidad total de las multas contenidas en cada uno, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Séptimo de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . 


QUINTO.-  No ha lugar al reconocimiento de un derecho a la parte actora, atento a lo señalado en el considerando Noveno de esta mismo fallo. . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

